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7. El estatuto jurí dico-constitucional de los Magistrados

Los Magistrados, dice el artg 119.V de la Constitución' desempeffan sus funciones
perí odo personal de diez aí os impronogables y pueden ser reelectos pasado un l

igual al que hubiesen ejercido su mandato. Este perí do de tiempo de ejercicio del
bastante dilatado, coincide con el que la propia Norma suprema fija para los
Corte Suprema de Justicia. Mientras el arts 117.IV de la Constitución determina
perí odo de diez afios de desempeí o de sus Í inciones por los Ministros de la Corte
se computa desde el dí a de su posesión, el ya citado artg 119.V nada prevé
momento en que debe iniciarse el cómputo del perí odo de ejercicio de la función, 

"
embargo, el arts t5 LTC ha suplido esa laguna al disponer que el perí odo personal
aí os "se somputará a partir de la fecha de su posesiÓn''. Quiere ello decir que eI
está necesariamente llamado a renovarse en bloque, dado que el perí odo de ejercicio
función es ''personal'', lo que entrafla que todos los Magistrados, en principio y salvo
vengan legalmente obligados a cesar anticipadamente, han de ejercer su función dut
diez afros.

LaI*y enumera en su arte 21 las causas de cese de los Magistrados: fallecimiento;
cia; cimplimiento del perí odo de funciones; incapacidad fí sica o mental
legalmente comprobada; incompatibilidad sobreviniente, y condena por sentencia
riada. La incapacidad y la incompatibiüdad sobrevenidas deberián de ser
comprobadas por el Tribunal, hacié ndose saber de inmediato al congreso Nacional, al
que el resto de supuestos que desencadenen un cese. En todos los casos, el
conocer las causas de cese, procederá a la designación del nuevo Magistrado del
Constitucional ''en el té rmino máximo de treinta dí as, convocándose en su caso a
extraordinario, si fuere necesario" (arte 2l.m LTC). contempla de igual forma la
20) el supuesto de suspensión de funciones, disponiendo a] efecto que los
serián suspendidos de sus funciones cuando se dicte contra ellos acusación en
responsabilidades o sentencia ejecutoriada por delitos comunes. La condena por
ejecutoriada es causa de cese de funciones, que ha de ser decretado por el
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Tribunal. En consecuencia, hay que entender que la suspensión está pensada, funda-
.mentalmente, para eI supuesto de acusación en juicio de responsabilidades. Nada prevé  la
Ley' de modo especí Í ico por lo menos' respecto de quié n es el encargado de decretar la
suspensión, aunque hay que entender que ello ha de ser una facultad de] Presidente del
Tribunal. En caso de suspensión, los suplentes accederií n a la titularidad de manera cir-
cunstancial. En otro orden de consideracones, diremos que la previsión del artg 119 de la
Constitución, tras la modificación introducida por la Ley nú m. 1585' deja inequí vocamente
clara la irreelegibilidad inmediata de los Magistrados, que han de dej ar transcurrir un
tiempo igual al de ejercicio de su mal denomjnado "mandato" para poder ser reelectos,
previsión que reitera el artg 15 LTC'

La Ley nú m. 1585' de Reforma de la Constitución' guardó silencio acerca del ré gimen de
incompatibilidades de los Magistrados constitucionales, a diferencia de la Ley nú m. 1473,
de Necesidad de la Reforma, que sí  abordaba expresamente la cuestión, al sefralar que ''la
condición de Magistrado del Tribunal Constitucional es incompatible con cualquier otra
función pú blica o actividad privada''. Ese silencio encuentra' sin embargo, una explicación
lógica y coherente con la nueva estructura a la que responde el disefio Í inal del órgano que
nos ocupa en la Ley nú m. 1585, que' como ya hemos significado en varias ocasiones, ubica
al Tribunal Constitucional dentro del Poder Judicial. Por 1o mismo, hay que sobreentender
aplicable a los Magistrados constitucionales la cláusula general que acoge el artg 116 de la
Constitución (ú nico precepto de un Capí tulo relativo a las disposiciones generales, dentro
del Tí tulo referente al Poder Judicial)' que' en su apartado IX, dispone: El ejercicio de la
judicatura es incompatible con toda otra actividad pú blica y privada remunerada, con
excepción de la cátedra universitaria''. La cláusula en cuestión, a diferencia de la acogida
por la Ley nú m. 1473' incompatibiliza con cualquieÍ  actividad remunerada, circunstancia
é sta (la de la remuneración) a la que no aludí a la redacción dada por la Ley nú m. 1473, que
tampoco contemplaba salvedad alguna frente a la regla general.

La ley del Tribunal concreta en su art9 17 las causas de incompatibilidad, siendo tan sólo de
destacar el hecho de que amplí a la incompatibilidad constitucionalmente establecida al
disponer que la función de Magistrado constitucional es incompatible con el ejercicio de
cualquier cargo pú blico o privado, remunerado o no. Es decir, no es la remuneración la
causa desencadenante de la incompatibilidad, sino el ejercicio del cargo, con independencia
ya de que é ste se encuentre o no remunerado. La dignidad en el ejercicio de la función y,
sobre todo' el principio de imparcialidad, conducen a un ré gimen jurí dico especí fico para el
procesamiento de los Magistrados; es claro que con tal ré gimen el bien jurí dico que se
tiende a futelar no es otÍ o que el de conseguir recta e imparcial justicia. El artg 19 LTC se
refiere a este ré gimen al disponer que el procesamiento de estos Magistrados por delitos
cometidos con motivo del ejercicio de sus funciones, se ha de regir por las normas del
llamado 'juicio de responsabilidades" previsto para los Ministros de la Corte Suprema de
Justicia. Por otros delitos, estarán sujetos a las normas comunes del Código de Procedi-
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miento Penal. La Ley no hace en este punto sino desano]lar la previsión del artg 1l9.VTffi
la Constitución, de conformidad con el cual, el enjuiciamiento penal de los Magistrados del
Tribunal Constitucional por delitos cometidos en el ejercicio de sus funciones se rige pot
las normas establecidas para los Ministros de la Corte Suprema de Justicia. A su vez, el arte

62, 3p de la propia Constitución atribuye a la Cámara de Diputados la función acusatoria
ante el Senado de los Magistrados del Tribunal Constitucional por delitos cometidos en el
ejercicio de sus funciones. Y el artg 66, 19 otorga al Senado la atribución de tomar conocí -
miento de las acusaciones hechas por la Cámara de Diputados a los Magistrados del Tribu-
nal Constitucional. Estas determinaciones constitucionales encuentran su desarrollo en la
Ley de 7 noviembre de 1890, de acuerdo con la cual los Magistrados.de la Corte Suprem4
(básicamente equiparados en su estatuto jurí dico a los Magistrados del Tribunal Constitu-
cional) pueden ser juzgados por el Poder Legislativo por el delito de prevaricación. Esta
Ley ordena noÍ Tnativamente el procedimiento y jurisdicción en los supuestos que nos ocu_
pan. Hemos de hacer, finalmente, una ú ltima reflexión. A nuestro juicio, no casa muy bien
con los principios con anterioridad aludidos la sujeción a las normas procesales penales

comunes del enjuiciamiento de los delitos cometidos con independencia del ejercicio de sus

funciones.

...
Digamos para finalizar que a los Magistrados constifucionales les son de aplicación las
prerTogativas de que gozan, con carácter general, los Magistrados y Jueces del Poder Judi'
cial, respecto de los cuales el artp 116.vI de la Norma suprema proclama su independencia
en la administración de justicia y su no sujeciÓn sino a la Constitución y a la ley, no
pudiendo ser destituidos de sus funciones sino previa sentencia ejecutoriada. , 

.'

8. Estructura orgánica del Tribunal

Al frente del Tribunal se sitú a la figura de su Presidente. A tenor del arts 119.III de la
Constitución, el Presidente del Tribunal es elegido por dos tercios de votos del total de suí ,
miembros, ejerciendo sus funciones de acuerdo a la ley. it

t-,

La Ley nú m. 1473, de Necesidad de Reforma, omití a toda referencia al Presidente, omisióu
que serí a subsanada por la lry nú m. l585 en los té rminos que acabamos de ver. El pprimer,
rasgo a subrayar es el elevadí simo percentaje de votos requerido para la elección del Presi;,
dente: dos tercios de los Magistrados equvale a un total de cuatro votos de los cinco
integrantes del Tribunal pues hay que presuponer obviamente que sólo son electores los
Magistrados dnrlares, no los suplentes' se trata de una mayorí a anormalmente alta, rasgo.
que se acentú a si se tiene presente que la Constitución no posibilita una aminoración del
referido porcentaje en la segunda o sucesivas votaciones. Quizá hubiera sido conveniente
su reducción a la mayorí a absoluta, esto es, al respaldo de tres de los cinco Magistrados,
por Io menos en una segunda votación, sie es que a ella habí a lugar' !"l

Verfassung und Recht in Übersee (vRÜ) 34 (200l)
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La Ley nú m. 1836' del Tribunal Constitucional, ha desanollado esta dterminación constitu_
cional en su arts 10, desarrollo flagrantemente vulneratorio de la norma constitucional, al
que, en el seno de la Comisión redactora del y, nos opusimos de modo rotundo bien que sin
é xito, como es obvio. en efecto, a tenor del pránafo primero del referido artg 10: ''Los
Magistrados del Tribunal Constitucional elegirán por mayorí a de votos, en forma oral y
nominal, del total de sus miembros al Presidente, quien desempeí ará sus funciones durante
cinco affos, pudiendo ser reelegido". Es decir, la Lay reduce la mayorí a constitucional de
los dos tercios a una mayorí a no especí ficamente cualiÍ icada que aParece apuntar a la
mayorí a absoluta. La contradicción es tan flagrante y patente que nos obvia de mayores
comentarios. Es patente que el elevadí simo porcentaje requerido por la Constitución puede
hacer desembocar la elección del Presidente en un insubsanable callejón sin salida, si las
posiciones de los Magistrados no convergen mí nimamente' Pero ello no es razón como para
que la Ley modifique las previsiones constitucionales, pues tal circunstancia presupone una
tacha de inconstitucionalidad. La Ley dispone asimismo que en caso de renuncia o
fallecimiento se procederá a una nueva elección por un nuevo perí odo y en caso de
impedimento temporal el presidente será suplido por el Magistrado Decano'

El aÍ tg 1l LTC contempla las atribuciones del Presidente, sentando como regla general el
principio de igualdad en el ejercicio de la función jurisdiccional con los restantes Magis-
trados. Ello presupone la exclusión, a diferencia por ejemplo del Tribunal Constitucional
espaí ol, del voto de calidad del Presidente' como voto dirimente para el supuesto de
empate a votos que impida la oportuna sentencia. En efecto, el arts 47.I LTC dispone que
salvo que la propia Ley establezca otros requisitos, las decisiones del Tribunal Constitucio-
nal se adoptarrí n por la mayorí a de sus miembros, omitié ndose toda alusión al voto de
calidad presidencial en el supuesto de empate, circunstancia é sta la del empate que parece
difí cil que se produzca, justo es reconocerlo, dado el nú mero impar de Magistrados
integrantes del Tribunal. Por to demás, conespond'e al Presidente, entre otras atribuciones'
cumplir y hacer cumplir las resoluciones y acuerdos del Tribunal, velar por la correcta y
pronta administración de justicia en materia constifucional, ejercer las facultades disciplina-
rias que no sean competencia del Consejo de la Judicatura y dictar resoluciones adminis-
trativas en los casos que no sean competencia del rribunal en pleno. Es de significar al
respecto la interferencia que una vez más ejerce el Consejo de la Judicatura en la vida del
Tribunal en el orden, en esta ocasión, disciplinario. En cuanto que el Consejo de la Judica-
fura es' a tenor del arP 1l6.V de la Constitución, el órgano administrativo y disciplinario
del Poder Judicial y en cuanto que el Tribunal Constitucional se integra en el poder Judi-
cial' se comprenden tales facultades disciplinarias (que desde luego la LTC no concreta)
ejercidas por el Consejo, pero ello no es sino un argumento más que abunda en la falta de
independencia que se desprende de la inserción del Tribunal en el seno del Poder Judicial'

Junto al Presidente, la Ley alude a la Í igura del llamado Decano. Será designado Decano
(aftg 12 LTC) el Magistrado más antiguo. Su antigüedad se calificará tomando en cuenta eI
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tiempo de funciones en el Tribunal Constitucional. En caso de tener la misma
tomara en cuenta la fecha de extensión del tí tulo de abogado en provisión nacional.

El Tribunal integra una sola Sala, funcionando de manera inintemlmpida durante
afro. Sin embargo, el arts 9s LTC se reftere a la denominada Comisión de
mada por tres Magistrados, quo han de desempeí ar sus funciones en forma
gatoria. A la Comisión compete, entre otras atribuciones (artg 31 LTC), decidir
admisión de las demandas' recursos o consultas cuando cumplan los requisitos en
exigibles o' en su defecto, rechazarlas' La Comisión ha de absolver asimismo las
sobre rechazo del incidente de inconstitucionalidad y, de igual forma, conocer la
en los supuestos de rechazo del incidente mencionado. Por ú ltimo, bien que sin'
exhaustivo, a la Comisión corresponde observar los defectos formales
determinen la inadmisibilidad de los recursos y demandas.

9. Atribuciones del Tribunal Constitucional

El artg 120 de la Constitución, en la redacción que le dió la try de Reforma,

depende en buena medida de las atribuciones que se le asignen, recordando que el
del Tribunal de Garantí as Constitucionales creado por la Constitución peruana de l
debió en gran parte a las reducidas atribuciones que se le confirieron, reflexión con

atribuciones del rribunal cgqstitucional a lo largo de diez apartados. Aunque no
tado autore$ que entienden'' que el é xito o fracaso de un órgano de esta nl

no podemos estar de acuerdo ni en lo general, ni en la particularización referida al ]
peruano' 

' otros sectores doctrinales, entre los que nos ubicarí amos, han mostrado
ocupación, en relación particular con el caso boliviano, por el hecho de que la amp
atribuciones del rribunal constitucional de Bolivia pueda atentar contra su
cionamiento, expresando que tanto la futura ky regulad.ora del rribunal como la prl
actuación del órgano tendrán que encauzar esta situación "
La realidad es que la Ley del Tribunal poco podí a hacer al respecto, dado el
miento que entrafla la norma constitucional. con todo, la [ry, a la par que creemos

Fernando Aguirre, "las reformas en el poder Judicial", en el colectivo "Reflexiones sobre

74

de Necesidad de Reforma de la Constitución Polí tica del Estado,', H. Senado Nacional -
ción Milenio, Ia.Paz,1994, págs. 89 y sigs; en concÍ €to, pág. 1oo.
Cfr. aI efecto Francisco Femández Segado, ''El Tribunal de Garantí as Constitucionales
una aproximación", en ''Ius et Praxis'' (Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias
la Universidad de Lima)' nú m. 14, 1989' págs. 13 y sigs.
Samuel B. Abad Yupanqui, ''Ia reforma constitucional en Botivia'', en Boletí n de la
Andina de Jurisas, n(lm' 42' Lima, septiembre de 1994, págs. 9 y sigs.; en concreto, pág. l9.

75

524 Verfass''ng und Recht in Üb€rsee (vRÜ) 34



racionalizado, allí  hasta donde era posible, los procedimientos constitucionales' algunos de

ellos muy relacionados entre sí , ha establecido algunos "filtros" con la finalidad de restrin_

gir el acceso al Tribunal. con todo, el mú mero de atribuciones asignadas a este órgano

desborda los lí mites de lo razonable y' como más adelante vamos a tener oportunidad de

constatar' no se justifica con el rol de un órgano de esta naturaleza por cuanto algunas de

tales atribuciones versan sobre cuestiones que se nos antojan más de la competencia de la
jurisdicción ordinaria que de la propia de un Tribunal Constitucional.

Las competencias del Tribunal pueden ser agrupadas en su mayor parte en las tres Gra4d-

formeno formas fundamentales de la justicia constitucional delimitadas por FriesenhahnT':

el control normativo, los recursos de amparo para la protección de los derechos y los
conflictos constitucionales. A esas tres formas bien podrí a aí adirse una cuarta: el control
previo de inconstitucionalidad, que en el caso de Bolivia se manifiesta no tanto mediante

un recurso cuanto a travé s de una consulta, lo que por cierto convierte al Tribunal en una

suerte de órgano consultivo en estos ámbitos materiales' Fuera de estas manifestací ones

caracterí sticas de la justicia constifucional nos encontramos con una ú ltima atribución
(conocer de los recursos directos de nulidad) que, desde ningú n punto de vista encaja

dentro de las misiones encomendadas tradicionalmente a un Tribunal Constitucional.

A partir de lo que acaba de exponerse, las atribuciones del Tribunal pueden quedar siste-

matizadas como sigue:

A. Control normativo. Podrí an englobarse aquí  las siguientes atribuciones del Tribunal:

la) conocer en ú nica instancia de los asuntos de puro derecho sobre la inconstitucionalidad
de leyes, decretos y cualquier gé nero de resoluciones no judiciales (artl l20.1u de la
Constitución); 2a) conocer de los recursos contra tributos, impuestos, tasas, patentes, dere-

chos o contribuciones creados, modificados o supromidos en contravención a lo dispuesto
en la Constitución (art9 l24.4a);3a) conocer de las demandas respecto a procedimientos en

la reforma de la Constitución (artl l20.10ax 4a) conocer de la constifucionalidad de trata-

dos o convenios con Gobiemos extranjeros un organismos internacionales (arte 120.9a).
B. Protección de los derechos. Cabe ubicar aquí  las siguientes atribuciones: la) h revisión
de los recursos de amparo constitucional y hábeas corpus (afte 120.'7a);2a) los recursos
contra resoluciones del Poder lrgislativo o de una de sus Cámaras, cuando tales resolucio-
nes afecten a uno o más derechos o garantí as concretas, cualesquiera que sean las personas

afectadas (aÍ tg 1 20.5a).

C. Conflictos constitucionales. Tienen su encaje aquí  estas atribuciones: la) conocer de los
conflictos de competencias y controversias entre los poderes pú bücos, la Corte nacional
Electoral, los Departamentos y los Municipios (arte 120.2a); zrLa,s impugnaciones del
Poder Ejecutivo a las resoluciones camarales, prefecturales y municipales (arte 120.3a).

7ó s"."fi"." a la posición de E. Friesenhain, de quien tomÍ rmos |a cita, Eduardo Garcí a en Enter-
rí a, "la Constitución como norma y el Tribunal Constitucional'', Civitas, Madrid, 1981,pág. 139'
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D. Control previo de constitucionalidad. A modo de órgano consultivo, el Tribunal ha iff
absolver las consultas del Presidente de la Repú blica, el del Congreso Nacional y el de la

Corte Suprema de Justicia, sobre la constitucionalidad de proyectos de ley, decretos o

resoluciones o de leyes, decretos o resoluciones aplicables a un caso contÍ eto (artg 120.8a)

Al margen ya de las anteriores atribuciones, y ello pese al encaje un tanto forzado de algu-

nas de ellas en las Grundfoftnen, nos encontramos, como antes advertimos, con una ú ]tima

atribución, el conocimiento de los recursos directos de nulidad interpuestos en resguardo

del artc 31 de la Constitución (aÍ tg 120.6a)' que en modo alguno encaja dentro de ]as citadas

formas fundamentales de la jurisdicción constitucional.

Una ú ltima reflexión general se impone, antes de entrar en el análisis pa*icularizado de los
procedimientos constitucionales referidos' Buen nú mero de las atribuciones del Tribunal
Constitucional se han desgajado de las que con anteriodidad a la reforma constitucional de

1994 conespondí an a la Corte Suprema de Justicia, circunstancia que ya nos pone sobre

aviso acerca de la posibilidad de que algunas de ellas no seaÍ l propias de un órgano cuya

función primigenia es Ia de controlar la constifucionalidad de las leyes. Los recursos

directos de nulidad y las impugnaciones del Ejecutivo a las resoluciones camarales, pre-

fecturales y municipales. son ejemplos bien ilustrativos de lo dicho, y a ellos quizá podrí a

afladirse algí n procedimiento más. Pero es que' por otra partes, en el ejercicio de su fun_

ción de control de la constitucionalidad se entremezclan el control propiamente dicho, que

ha de ser represivo, esto es, ulterior a la entrada en vigor de la norma (con alguna salvedad,

como acontece con el control de constitucionalidad de los tratados y convenios intemacio-
nales), con el ejercicio de una suerte de función consultiva que' por si propia naturaleza y,

más aú n, por la misma amplitud con que está concebida' casa mal con las funciones
llamado a cumplir un Tribunal de esta naturaleza.

Control norrnativo

Los recursos de í nconstitucionalidad'

El apartado primero del arts l20 de la Constitución se refiere a estos recursos al habilitar al

Tribunal para conocer' en ú nica instancia, de los asuntos de puro derecho sobre la incons- ,

titucionalidad de leyes, decretos y cualquier gé nero de resoluciones no judiciales. Hasta i

aquí ' el Precepto no diferencia entre dos tipos de recursos. Tal diferenciación se produce
cuando el propio precepto particulariza la tegitimación para los supuestos en que la acción ]

fuere ''de carácter abstracto y remedial", caso en el que sóto podrán interponerla el Pres!
dente de la Repú blica, cualquier Senador o Diputado, el Fiscal General de Ia Repú blica o el '

Defensor del Pueblo. La diferenciación entre un Í ecurso directo o abstracto y otro indirecto -

o incidental quedaba de esta forma claramente puesta de manifiesto; no otra cosa signifi- '.

caba esa a]usión al carácter "abstracto y remedial'' de la acción, qulzá la principal novedad

't.
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de la Í etorma constltuclonal' mucho más si se contrasta con el preexistente "recurso de
inaplicabilidad", al que ya aludimos, carente de ese rasgo de abstfacción.

La I*y del Tribunal Constitucional ha procedido a delimitar, creemos que con cierta racio-
nalidad y nitidez, ambos procedimientos constitucionales, diferenciando un recurso directo
o abstracto, que procede contra toda ley, decreto o cualquier gé nero de resolución no judi-
cial contraria a la Constitución, como acción no vinculada a un caso concreto, ds otro
recurso indirecto o incidental, que procederá en los procesos judiciales o administrativos
cuya decisión dependa de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma ap[_
cable a aquellos proceses.

El mayor debate que se suscitó en la Comisión redactora del Anteproyecto en relación a
este ú ltimo recurso incidental versó sobre quié n habí a de estar legitimado para interponerlo.
Dos opciones eran posibles: legitimar a toda persona que fuere parte del proceso judicial o
administrativo, fórmula que sintonizaba con la tradicional del ''recurso de inaplicabilidad',
regulado por eI Código de Procedimiento Civil, o legitimar al juez, tribunal o autoridad
administrativa del proceso en cuestión paÍ a que' de oficio o a instancia de parte, pudiese
promover este recurso, solución que, con muy buen criterio a nuestro entender, terrninarí a
prevaleciendo e incorporándose al art9 59 LTc' La misma Ley precisa (artg 6l) que este
recurso incidental podrá ser presentado por una sola vez en cualquier estado de la tramita-
ción del procesojudicial o administrativo, aú n en recurso de casación yjerárquico, antes tle
la ejecutoria de la sentencia.

Ya nos hemos referido a la amplí sima legitimación prevista para el recurso directo. Aú n así ,
no han faltado sectores doctrinales que han juzgado crí ticamente la legitimación procesal
prevista para tal recurso por entenderla alicorta. Es el caso de Asbun' /, para quien el
sistema democrático boliviano es demasiado delegado o representativo por cuanto esta
acción sólo puede ser iniciada por los representantes, cuando, por la propia importancia del
recurso' debiera tambié n permitirse a los cuidadanos interponer dicha acción.

Muy amplias son asimismo las normas susceptibles de impugnación, idé nticas para ambos
recursos: leyes, decretos y cualesquiera resoluciones no judiciales. En cuanto al procedi-
miento, conviene recordar que' con carácter general, el artp 33 LTC habilita a la Comisión
de Admisión pua rechazu por unanimidad los recursos manifiestamente improcedentes,
debiendo entenderse por tales: aquellos en que el recurso cuezcaen absoluto de contenido
jurí dico_constitucional quejustifique una decisión sobre el fondo, como tambié n aque1los
otros en que el Tribunal hubiere desestimado antes en el fondo un recurso de naturaleza y
con objeto sustancialmente análogos. Bien es verdad que toda resolución de rechazo admite

77 
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un recurso de reposición que ha de ser interpuesto dentro de los tres dí as siguientesffi
notificación del mismo, debiendo resolver la propia Comisión en idé ntico plazo.

En cuanto al recurso directo, Ia Ley no prevé  un trámite de admisión particularizado, limi-
tándose a determinar (altg 56 LTC) que la Comisión de Admisión habrá de verificar ciertos
requisitos formales (acreditación de la personalidad - "personerí a'' en la terminologí a legal

- de la autoridad recuÍ Tente' y constatación de que en el recurso se precisa la norma
constitucional que se entiende infringida). Por lo que al recurso incidental ataí e, sí  que se
prevé , por el contrario, un trámite especí fico de sustanciación del incidente, pelo no con '

vistas a la admisión del recurso por el Tribunal Constitucional, sino en orden al rechazo o
admisión del incidente de interposición del recurso indirecto por el juez, tribunal o autori-
dad que conoce de la causa, siendo de resefrar que si el juez encontrare manifiestamente
infundado el incidente, su resolución de rechazo habrá de ser elevada en sonculta, de
oficio, al Tribunal Constitucional. En todo caso, la admisión del recurso indirecto por el
Tribunal Constitucional no suspenderá la tramitación del proceso, que habrá de continuar
hasta el momento de pronunciarse sentencia o resolución final, algo que lógicamente no
podrá producirse hasta tarrto medie el oportuno fal]o del Tribunal Constitucional, Los
efectos de las sentencias son sustanciaimente similares en ambas modalidades de recursos
(baste con recordar que el arte 65 LTC, a la hora de precisar los efectos de las sentencias
dictadas en fecursos indirectos, se remite a lo dispuesto por el arte 58, que contempla los
efectos de las sentencias dictadas en los recursos directos). 

),

Antes de centramos en las previsiones legales, quizá convenga hacer un breve excursus''
acerca de las determinaciones constitucionales del arts 121, que, notablemente influí do por
el artq 164 de la Constitución espaí ola, se refiere a los efectos de las sentencias del Tribu_
nal Constitucional de modo muy general.

Acoge en primer té rmino el citado aÍ tg lzl el principio procesal de irrecurribilidad de las ,
sentencias del Tribunal. Contra ellas no cabe recurso ulterior alguno; tienen, pues, valor de
cosajuzgada. Hay que significar, a este respecto, que la Ley de Necesidad de la Reforma
ampliaba la inimpugnabiüdad a los autos del Tribunal, determinación que ha desaparecido
del texto Í inal del precepto equivalente de la Ley de Reforma. Sin embargo, conviene preci-
sar de inmediato que, a tenor de los artí culos 41 y 42 LTC, todas las resoluciones del Tri-
bunal (que son de tres clases: sentencias constitucionales, declaraciones constitucionales y
autos constitucionales) son inimpugnables, no admitiendo recurso alguno. En segundo -:
té rmino, la sentencia que declara la inconstifucionalidad de una ley, decreto o cualquier
gé nero de resolución no judicial, hace inaplicableola norma impugnada y surte plenos efec-
tos fÍ ente a todos. Como seflalara Brewer-Carí as'o, la racionalidad del sistema concentrado .]

1R'" AIIan R. Brewer-Carí a.l, ''El control concentrado de la constitucionalidad de las leyes,, (Estudio de .'
Derecho Comparado), en el colectivo "Homenaje a Carlos Restrepo piedrahita,' (Simposio tnter-:11

..:
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de control de la constitucionalidad implica que la decisión dictada por la Corte Constitu_
cional, actuanco como juez constitucional, tenga efectos generales erga omnes, de tal modo
que la norma tachada de inconstitucional queda anulada y no puede aplicarse ni a la resolu-
ción del caso concreto, ni a ningú n otro supuesto.

La doctrin bo]iviana ha puesto especial é nfasis en este rasgo, quizá por el precedente radi_

calmente contrapuesto en este punto del "recurso de inaplicabilidad", en el que la sentencia
que declarara probada la demanda no podí a anular, revocar o modificar la disposición
tachada de inconstifucional al caso concreto y particular debatido (arte 757.II del Código de
procedimiento Civil). Así , ha llegado a significar'' que la adopción del principio erga
omnes en la declaración de inconstitucionalidad entraí a dar un gran salto en el respeto de
la ConstituciÓn en relación con el recurso de inaplicabilidad existente antes de la reforma.
Ello' por lo demás, se enmafca dentro de una relevante corriente existente entre los consti-
tucionalistas latinoamericanos, como ya ruvimos oportuniqad de exponer en un momento
anterior y ha puesto de relieve con brillantez Fix-7amudioóv .

El artí culo equivalente (al que venimos comentando) de la Ley nú m, 1473, de Necesidad de
la Reforma, aí adí a a su párrafo segundo la siguiente previsión: "La sentencia que se circun_
scribe a la estimación subjetiva de un derecho, se limita a-declarar su inaplicabilidad al caso
concreto''. Esta determinación serí a criticada por HarbóI, para quien tal previsión restaba
fuerza al fallo y permití a ingresaÍ  a un teÍ Teno de dubitación y controversia, en torno a 1o

que debiera entenderse por ''estimación subjetiva de un derecho". Este pánafo, inspirado
directamente en el ya citado arts 164 de la Norma Fundamental espafiola, ha sido modih-
cado fina]mente por la [,ey nú m' 1585' de Reforma de la Constitución. Tras la misma, el
inciso segundo del pánafo segundo del arts l21 de la Constitución boliviana prevé  que: ''La
sentencia que se refiera a un derecho subjetivo controvertido se limitará a declarar su
inaplicabilidad al caso contreto''. En definitiva, el contenido es idé ntico, si bien se ha tra-
tado de sustituir la expresión ''estimación subjetiva de un derecho" por la de que la senten-
cia se refiera a "un derecho subjetivo controvertido". De esta forma, las sentencias referidas
a derechos subjetivos controvertidos ciflen sus efectos al órgano o autoridad que adoptó el
acto objeto del recurso y al particular que ha sido parte en el procedimiento, en resumen, a
las partes de la /ilis.

nacional sobre Derecho del Estado), Universidad Extemado de Colombia, Bogotá, 1993, tomo II,

págs. 705 y sigs; en contÍ eto, páE. 724.

Jorge Asbun, ''Análisis jurí dico-polí tico de la refonna constitucional'', op. cit., pág. 30.
Hé ctor Fix-7anudio, "La Justicia Constitucional en lberoamé rica y la declaración general de
inconstitucionalidad''' op. cit., pÁg. 47 l,
Benjantí n Miguel Harb, "Tribunal Constitucional'', op. cit., pág. 30.
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Otra de las determinaciones a destacar en el arts 121 es la de que Ia sentencia de inconstitri
cionalidad, esto es' que declare la inconstitucionalidad de la norma impugnada, no afectará
a sentencias anteriores que tengan calidad de cosa juzgada (artg l21.I[). Esta prescripción
hace suyo el principio general de ineversibilidad de la "cosa juzgada", en establecer al
efecto salvedad alguna, cuando quizá debiera de haberse previsto alguna excepción
respecto de tal principio, en relación con determinados procesos penales o contencioso-
administrativos, siempre que la declaración de inconstitucionalidad excluya, limite o
reduzca la responsabilidad. Estarí amos, en ú ltimo té rmino, ante una consecuencia del
clásico principio de retroactividad de la ley penal más favorable. El silencio en este punto
dei constituyente seí a supüdo, con evidente acierto a nuestro juicio, por ]a Comisión
redactora del Anteproyecto de Ley del Tribunal, al contemplar el aÍ 9 51.uI del Ante-
pÍ oyecto la posibilidad de que las sentencias declaratorias de inconstitucionalidad permitie-
ran revisar procesos fenecidos mediante sentencias que tuvieran la calidad de cosa juzgada
en procesos en materia social (cuando la sentencia lo determinara expresamente) y en los
procesos penales o administrativos sancionatorios (en los que, como sonsecuencia de Ia
mulidad de la norma aplicada, resulte un beneficio para el encausado o administrado). Estas
previsiones serí an suprimidas del texto del Anteproyecto tras su paso por los servicios
jurí dicos de la Presidencia de la Repú blica y tampoco han sido contempladas por el legisla-
dorenlaLeynú m. l836.

Hemos de referirnos Í inalmente a la determinación del inciso inicial del artc 12I.III, que,
prácticamente, reproduce el tenor del arts 164.2 de la Constitución espafrola de 1978. De
conformidad con tal norma de la Constitución boliviana: "Salvo que la sentencia disponga
otra cosa, subsistirá la vigendia de la norma en las partes no afectadas por la inconstitucio-
nalidad''. La transcripción del texto espafrol no"ha sido hada afortunada, pues, como ya
advirtieron en Espaffa Rubio Lbrente y Aragónóz, estamos ante un notorio disparate, pues,
o bien las norÍ nas legales son inconstitucionales y pierden su fuerza de obligar al ser decla.
radas tales, o bien no lo son en modo alguno y, en consecuencia, ni el rribunal constitu-
cional ni ningú n otro órgano podrá atacar su vigencia.

Tras este excursus hemos de retomÍ u a los efectos de las sentencias dictadas en ]os recursos
de inconstitucionalidad, abordado, como antes seffalamos, por el afte 5g LTc. Estas senten-
cias, lÓgicamente, han de declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la ley,
decreto o resolución de alcance general impugnada, en todo o en paÍ te. Aquellas que decla-
ren la inconstitucionaüdad total de la norma legal impugnada, tendrán efectos abrogatorios .

de la misma, y en cuanto a aquellas otras que declaren la inconstitucionalidad 
-parcial,

derogarán los preceptos sobre los que hubiera recaí do la declaratoria de inconstitucionali- l

82 F'o"i"o Rubio Llorente / Manuel Aragón Reyes, "Enunciados aparentemente vaciós en la , ,

regulación constitucional del control de constitucionalidad'', en Revista de Estudios Polí ticos,
nú m. 7 (nueva é poca), enero-febre ro 1979,págs' l6l y sigs; en concreto, pág' l68.
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dad, permaneciendo, como es obvio, vigentes los restantes, si bien la sentencia podrádecla-

rar la inconstitucionalidad de otros preceptos no impugnados por conexión o concotdancia

con los tachados de inconstitucionalidad, con idé nticos efectos que en lo principal.

El arte 58.V LTC acoge finalmente una norma poco afortunada y harto discutible. A tenor

del mismo: "La sentencia que declare la constitucionalidad de la norma legal impugnada

hace improcedente cualquer nueva demanda de inconstitucionalidad contra ella". Es decir,

una sentencia que desestime la tacha de inconstitucionalidad formulada contra una norma

cierra deflnitivamente la ví a de otro recurso de inconstifucionalidad' pero no ya' lo que

serí a lógico, de otro recurso directo o abstracto, sino, lo que es mucho más discutible,

tambié n la de un recurso indirecto o incidental.

Se ha apartado aquí  de plano la try de lo establecido en el texto del Anteproyecto apro-

bado por la Comisión redactora, que en análogo supuesto preveí a (aÍ tg 64.II del texto del
Anteproyecto de la Comisión) que la declaraciÓn de constitucionalidad por la sentencia

impedirí a la interposición de un nuevo recurso abstracto fundado en violación de idé ntico
precepto constitucional, determinando asimismo de forma expresa que: "Sin embargo, tal

fallo no impedirá que la misma norma pueda ser impugnada mediante un recurso concreto

de inconstitucionalidad". El texto del Anteproyecto finalmente remitido al congreso por la
Presidencia de la Repú blica excluirí a esta ú ltima determinación, bien que sí  acogerí a la
previsión de i1ue la sentencia declaratoria de la constitucionalidad sólo obstaculizaba la
interposición de un nuevo recurso abstracto' A sensu contrario, podí a entenderse que no
impedí a la presentación de un recurso incidental o indirecto. Ahora, a la vista del arts 58.V
LTC, se ha cambiado radicalmente de criterio.

Con la poco afortunada solución que la I'ry da a esta cuestión se frustra una de las más
positivas virtualidades de la coestistencia de los dos tipos de recursos, directo e indirecto,

de inconstifucionalidad. La compatibilidad entre ambas ví as de impugnación posibilita al
Tribunal Constitucional, mediante la posible rectificación de su doctrina (es claro, a nuestro
juicio' que el Tribunal no está vinculado por su propia jurisprudencia, previsión é sta que
incluso se hizo constar de modo especí fico en el texto del Anteproyecto aprobado por la
comisión redactora del mismo, si bien la misma serí a suprimida por el legislador, no
obstante lo cual el silencio de la Ley al respecto no debe considerarse en lo más mí nimo
impedimento alguna para seguir entendiendo que el rribunal no queda vinculado por su
propia doctrina jurisprudencial)' la dinamización de la interpretación constitucional y su
acomodo a las nuevas realidades sociales' Es decil en cuanto que las normas (ambié n las
constitucionales) han de adaptarse a la realidad social del tiempo en que han de ser aplica-
das, en el caso de la Constinrción, esa adaptación es, en realidad, una verdadera ''recrea_
ción'' que corlesponde realizar a su máximo inté rprete, esto es, al Tribunal Constifucional.
Y a posibilitar tal logro debiera orientarse la constifucionalidad entre las dos ví as de
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impugnación (directa o abstracta e indirecta o incidental) a que venimos refirié ndonos. 
'fr

ahí  nuestra crí tica a la desafortunadí sima previsión del arts 58.v LTC.

Una ú ltima reflexión vrí tica nos suscita el texto de la Ley nú m. 1836. En su ordenaciór
normativa del recurso directo, la Ley ignora el plazo de interposición del recurso. El textc
final del Anteproyecto de la Comisión redactora (en su arts 61) sí  que contemplaba este
punto, disponiendo al respecto que el recurso se habí a de interponer por la autoridad legi.
timada o pol su representante, dentro del plazo de tres meses, que se habí a de computar a
partir de la publicación de la ley (o norma) impugnada en la Gaceta oficial. El texto del
Anteproyecto remitido por la Presidencia de la Repú blica al Congreso Nacional obvió este
punto' y otro tanto hizo el legislador boliviano con escasí sima forfuna.

La imprevisión de un plazo procesal para la impugnación o bien es una laguna que atenta
gravemente a la seguridad jurí dica, o bien debe entenderse que al guardar silencio al efecto
la Ley lo que ha querido es posibiütar el recurso directo en cualquier momento, algo que,
desde otra perspectiva, creemos que no resulta tampoco muy acorde con las exigencias del
principio de seguridad jurí dica, y que casa mal con la existencia del recurso indirecto, que'
precisamente por no hallarse sujeto a plazo alguno, parece demandar aú n más insistente-
mente que e] recurso directo sí  se halle delimitado temporalmente.

b) Los recursos contra tibutos

Este recurso encuentra su origen en la Constitución de 1861, aunque sólo en la Constitu:
ción de 1938 adquirirí a el diseí o juí dico con posterioridad adoptado en la Carta constitu-
cional de 1967'El Código de procedimiento Civil lo denominarí a ''recurso contra impues:'
tos ilegales", otorgando la competencia a la corte suprema de Justicia. y el artc tzo.aa ae
la Constitución' tras la reforma de l994, se refiere a los recursos contra tributos, impuestos'
tasas, patentes, derechos o contribuciones creados, modiÍ icados o suprimidos .n .on,ruu.o-
ción a lo dispuesto por la propia Constitución' En sintoní a con la norma constitucional, el'
arts 68'I LTC declara la procedencia de este recurso (regulado por e1 capí tulo cuarto del
Tí tulo Iv de la Ley bajo el rótulo: De los recursos contra tributos y otras cargas pú bticas,,)
contra toda disposición legal que cree, modifique o suprima cualquier triuuto o cargq.
pú blica sin observar las disposiciones constitucionales. -,.,,

,.,1'

Queda legitimado para plantear este recurso el sujeto pasivo del tributo, contra la autoridad,l
que lo aplicare o pretendiere aplicarlo. Admitido el recurso por Ia Comisión de Admisión.
el procedimiento a seguir es muy conciso, circunscribié ndose a dar traslado a la autoridJ
demandada para que conteste en el plazo de quince dí as, vencido el cual, ."; ; il .
respuesta, el Tribunal habrá de dictar sentencia en eI plazo de trenta dí as. a*

','t:r

,:l
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La sentencla en cuesllon oeclaÍ afa' o oren la apllcaoluoao oe la noÍ Ina legal lmpugnada'
con costas al recurrente, o bien su inaplicabilidad al caso concreto. La Ley (en su artl 70)
ha alterado en este punto la previsión acogida en el texto del Anteproyecto, que disponí a
que la declaración de la inconstitucionalidad del tributo comportarí a que quedara sin efecto
la resolución u ordenanza que hubiere creado, modificado o suprimido el tributo, precisán-
dose de modo expreso en el texto del Anteproyecto redactado por la Comisión que, en tal
caso, la sentencia surtirí á.plenos efectos frente a todos. Bien es verdad que el texto final del
Anteproyecto remitido por la Presidencia de la Repú blica al Congreso alterarí a radical-
mente este criterio, suprimiendo Ia alusión a los efectos erqa onnes de la sentencia y cir-
cinscribiendo la dejación sin efecto del acto, resoluciÓn u urdenanza impugnados y decla-
rados inconstitucionales, al caso particular y contreto debatido. Así  las cosas, el legislador
no harí a sino seguir la lí nea impuesta por la Presidencia de la Repú blica.

La fórmula seguida no es sino tributaria de un modelo de control de la constitucionalidad
que poco üene que ver con el diseí ado en Bolivia tras la reforma constifucional de 1994'
Hemos tenido oportunidad ya de recordar que el artg l21.II de la Constitución, tajante-
mente, prevé  que la sentencia que declare la inconstitucionalidad de una norma de carácter
general, hará inaplicable tal norma, surtiendo plenos efectos respecto a todos. La incongru-
encia de este mandato constitucional con la determinaciÓn, de todo punto absurda, del artq
70 LTC es bien patente y nos excusa de mayor comentario.

c) Las demnndas respecto al procedimiento de reforma constitucional

El punto dé cimo del artc 120 de la Constitución atribuye al Tribunal Constitucional el
conocimiento de las demandas respecto a procedimientos en la reforma de la Constitución.
El objeto del control ha sido acertadamente precisado en la LTC (arte ll7), al circunscri-
birlo a la observancia de las formalidades procedimentales constitucionalmente establecidas
para la reforma de la Cartasuprema, "sin que en ningú n caso se ingrese al análisis del con-
tenido material de la reforma". Es decir, el control se circunscribe a la regularidad formal
del procedimiento de reforma. [o contrario hubiera significado prácticamente equiparar ei
Tribunal Constitucional, más bien incluso sobreponerlo, al "poder de reforma',, algo que
desnaturalizarí a la función que debe asumir dicho órgano.

A nuestro modo de ver, la legitimación para presentar este tipo de demandas debí a ser más
reducida que en el supuesto del recurso directo de inconstitucionalidad. En la misma direc-
ción, el artg l0l del texto del Anteproyecto redactado por la Comisión legitimaba al Presi-
dente de la Repú blica o a un tercio de los miembros de cada Cámara, para plantear ante el
Tribunal este tipo de demandas. El texto definitivo del Anteproyecto mantendrí a esta solu-
ción que, sin embargo, ha sido alterada por la Ley, cuyo arP 116 legitima, además del
Presidente de la Repú blica, a cualquier Senador o Diputado, fórmula nada afortunada a
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nuestÍ o entender. La demanda puede ser planteada en cualquier momento anterior á*fi
sanción de la Ley de reforma de la Constitución,

La sentencia se concretará a determinar la observancia o inobservancia de las formalidades
del procedimiento de reforma. La que declarare la inobservancia del procedimiento consti.
tucionalmente establecido para la reforma disondrá, segrí n el artg 119 LTC, que searepa-
rado el defecto u omisión, a los Í ines de viabilizar el procedimiento. La fórmula seguida en
este punto por el legislador se acomoda en su literalidad a la acogida por el texto definitivo
del Anteproyecto, aunque no a la adoptada por la Comisión redactora del Anteproyecto,
que nos parece mejor; a tenor de esta ú ltima, la inobservancia del procedimiento de reforma
determinaba lisa y llanamente I anulidad de dicho procedimiento. Y es que no cabe ignorar
que puede apreciarse por el rribunal un vicio procedimental que sea insubsanable, y que
por otro lado pueden producirse otros vicios distintos a los meros defectos u obisiones a
que se refiere la Ley. Por todo ello, hubiera sido preferible mantener la redacción dada por
]a Comisión redactora del Anteproyecto.

d) El control de constitucionalidad de los tratados

el artc 120.9a de la Constitución atribuye al Tribunal conocer de la constitucionalidad de
tratados o convenios con Gobiemos extranjeros u organismos internacionales. La Ley (arte
l 13) habilita al Presidente del Congreso Nacional' previa resolución camaral expresa' paÍ a'
cuando exista duda fundada sobre la constitucionalidad de un tratado o convenio intema-
cional, enviar el mismo en consulta al Tribunal Constitucional, como es obvio antes de sur'
ratiÍ icación. El legislador ha circunscrito la legitimación al Presidente del congreso, si bien

aprobado. Ello no obstante, en el caso de tratados o convenios multilaterales, Ia

es cierto que previa existencia de una resolución camaral especí fica en tal sentido, quizá en
coherencia con el artg 59.72a de la Constitución, que atribuye al Poder Legislativo la apro-
bación de tratados, concordatos y convenios intemacionales. se ha separado en este punto :.

concreto tanto del texto del Anteproyecto redactado por la Comisión (que legitimaba al].
Presidente de la Repú blica, al Presidente del Congreso Nacional o a un teicio de ]os
miembros de ambas Cámaras), como del Anteproyecto Í inalmente remitido al Congreso ,']

(que legitimaba al Presidente del Congreso Nacional, a petición de un representante n-acio. '

nal apoyado por la mayorí a absoluta de votos). Por nuestra parte, no nos parece razonablo-.,
que el Presidente de la Repú blica haya quedado privado de legitimación, más aú n si sg.
atiende a que la negociación y conclusión de tratados intemacionales (previa ratiÍ icación i;
del Congreso) es una de sus atribuciones constitucionales (arte 96.2a deU ConstituclOn), ,',1iLa consulta culmina en una declaración constifucional que tendrá efecto vinculante. Si e.l j
Tribunal declarare que el tratado o convenio es contrario a la Constitución no podrá ser';
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B.

a)

de inconstitucionalidad de alguna de sus cláusulas no impedirá su aprobación, siempre que

se formule reserva que refleje la decisión del Tribunal Constitucional.

Protección de los derechos

La revisión de bs recursos de amparo y habeas corpus

La revisión de oftcio de las resoluciones de los recursos de amparo y habeas corpus fue

instaurada en 1967, atribuyendo esta facultad a la Corte Suprema de Justicia. La reforma de

l994|a atribuirí a al Tribunal Constitucional. Ello darí a pie a las más airadas crí ticas de la
Corte Suprema, que entenderí a que se trataba de una competencia que debí a seguir siendo

atribuida a la jurisdicción ordinaria. Sin embargo, no obsta en absoluto al conocimiento

ú ltimo del Tribunal Constifucional el que, en un primer momento, conozcon de estos recur-

sos los tribunales ordinarios; ello lo ú nico que supone es ponemos sobre aviso acerca de la
vigencia del principio de subsidiariedad.

No sólo estamos ante una regla generalizada en el Derecho comparado, sino que entende-

mos plenamente justificada esta competencia tel Tribunal Constirucional por cuanto que los
derechos fundamentales ocupan un lugar basilar en el ordenamiento constitucional. Bien
puede decirse, siguiendo la teorí a norteamerican a de la preferred position, que los derechos

y libertaded constitucionales se sitú an en un lugar preferente en el seno del ordenamiento,

con lo que su vulneración implica la propia constricción de la Norma Fundamental; de ahí
que su salvaguarda no sólo suponga la protección de un derecho o interé s legí timo subje-

tivo, sino, lo que aú n importa más, tambié n entraí a la defensa objetiva de la Constitución'
sirviendo de este modo el amparo constitucional o el habeas corpus a un fin que trasciende
de lo estrictamente singular.

El recurso de amparo constitucional procede contra toda resolución, acto u omisión inde-
bida de autoridad o funcionario, siempre que no hubiere otro medio o recurso para la pro-

tección inmediata de los derechos y garantí as; tambié n será pertinente contra todo acto u
omisión indebida de persona o grupo de personas particulares que restrinjan, supriman o

amenacen restringir o suprimir los derechos o gaÍ antí as reconocidos por la Constitución y
las leyes. A su vez, el recurso de habeas corpus procede cuando una persona creyere estar

arbitraria, indebida o ilegalmente perseguida, detenida, procesada o presa, o alegare otras
violaciones que tengan relación con la libertad personal en cualquiera de sus formas. En el
amparo, la competencia corresponde a las Cortes Cuperiores de Distrito, en las capitales de
DepaÍ tamento, y a los Jueces da partido en las provincias. Del habeas corpus conocen' en
las capitales departamentales y a elección del demandante, bien las Cortes Superiores de
Distrito' bien los Jueces de partido. Y en las provincias, tambié n a elección del deman-
dante, los Jueces de partido o los Jueces de instrucción. Si la autoridad demandada en el
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caso Cle un habeas corpus fuere judicial, el recurso deberá ser interpuesto ante un mrí ffd
tribunal de iguai o superior jerarquí a.

La revisión de oficio por el Tribunal Constitucional, como antes seí alamos, está contem-
plada por el art9 120,7a de la Constitución, tras su reforma de 1994. LaLay nú m' l83ó
desarrolla mí nimamente esta intervención del Tribunal' Y así , en su artg 93, dispone que la
sentencia pronunciada en el recurso de habeas corpus se elevará de oficio en revisión ante
el rribunal constitucional en el plazo de veinticuatro horas, sin que por tal motivo se
suspenda la ejecución inmediata del fallo. A su vez, el artc l02.V dispone que la resolución
dictada en un recurso de amparo constitucional será elevada en revisión de oficio ante el.
Tribunal Constitucional en el plazo de veinticuatro horas.

r .,''
Los efectos de la sentencia que reconozca la violación del derecho de que se tÍ ate seÍ án tau
sóLo inter partes' de conformidad con 1o que establece el arts 121.II de 1a Constitución. En
todo caso, la Ley (arte 102.II) dispone cle modo taxativo que la resolución que conceda e]
amparo determjnará tambié n la existencia o no de responsabitidad civil y penal, estimando
en el primer caso el monto indemnizable por dafros y peg'uicios y, en el segundo, dispo-.
niendo la rernisión de antecedentes al Ministerio Pú blico. '

I

b) Los recursos conÍ ra resoluciones congresales o camarales

El aÍ ts l20.5a de la Constifución atribuye al Tribunal Constitucional el conocimiento de los
Í ecursos contra resoluciones del Poder Legislativo o de una de sus Cámaras, cuando ta]es
resoluciones afecten a uno o más derechos o garantí as contÍ etas, cualesquiera que sean las
personas afectadas. Nos encontramos' pues' ante otro recurso vincu]ado con la protección
de los derechos constitucionales del que, con anterioridad a la reform a de 1994, conocí a la.'
Corte Suprema de Justicia.

, 
:: :;]

Su atribución ahora al Tribunal Constitucional hay que entenderla poÍ  razones semejantes ai'i
las apuntadas en relación con la revisión de oÍ icio de las resoluciones judiciales diciaaas en j
recursos de amparo o de habeas corpus. Pensemos que el amparo constitucional, a tenor del ,,artg 19 de la Constitución, sólo cabe contra los actos ilegales o las omisiones indebidas de .,

los funcionarios o particulares que afecten de cualquier forma derechos de la persona ,,

constitucional o legalmente reconocidos. Es decir, frente a un acto del poder Legislativo.l
supuestamente vulnerador de tales derechos no cabe recurso de amparo. y ningrin poder..
del Estado debe quedar exento de este control constitucional, pues todos ellos está ,u.1** "

a los derechos constitucionalmente reconocidos. por lo mismo, si cabe entender que el .;Poder Legislativo, que actualiza permanentemente la soberaní a popular, no quede ,uj.to u,iu
los órganos jurisdiccionales ordinarios por la ví a del amparo constitucional, .uu. ,u'ulen .;
entender la sujeción de tal Poder al control del Tribunal Constitucional, en cuanto organo ,j

*
:!
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c.

a)

encargado de velar por la primací a de la Constitución, en cuanto obra clel pooer consü_

tuyente que prevalece cobre la actuación de los poderes constituidos. Se justifica de esta

forma que las resoluciones del Poder Legislativo que afecten a derechos o garantí as

constitucionales, con independencia de quien fuere la persona afectada, puedan ser

impugnadas por intermedio de esta ví a procesal ante el Tribunal Constitucional.

LaLey nú m. 1836 habilita a la persona afectada en uno de sus derechos o garantí as funda-

mentales Por una resolución congresal o camaral paÍ a, en el plazo de treinta dí as, compu_

tables desde la fecha de su publicación o citación, interponer un recurso de este tipo contra

el Congreso Nacional o una de sus Cámaras' El Tribunal Constituciona] ha de declarar

fundado o infundado el recurso. En el primer caso, Ia resolución impugnada será declarada

nula, surtiendo la sentencia sus efectos sólo en relación al caso concreto. En el segundo,

subsistirá la resolución impugrada, imponié ndosele al recurrente las constas y una multa.

Confl ictos constitucionales

Los conflictos de competencias y controversias

F'l aÍ tl |2O.2A de la Norma Fundamental atribuye al Tribunal el conocimiento y resolución

de los conflictos de competencias y controversias entre los poderes pú blicos' la Corte

Nacional Electoral, los Departamentos y los Municipios. Parece perfectamente coherente

con las funciones que se atribuyen a la jurisdicción constitucional otorgar al Tribunal

Constitucional el conocimiento y1esolución de estos conflictos, pues' en ú ltimo té rmino'

como significara Sánchez Agrrtró'3,el Tribunal es la pieza de equilibrio de una ordenación

compleja del poder, lo que le convierte necesariamente en árbitro en los diferentes conflic_

tos que puedan suscitarse, y ello aú n en el caso de que el Estado carezca, en sentido

estricto, de una estructura territorial compleja. Sin embargo, lo que ya no resulta tan afortu'

nada es la té cnica legislativa con que se regula esta competencia del Tribunal. Y ello, al

menos, por dos argumentos diferenciados.

En primer té rmino, por entremezclar a auté nticos poderes pú blicos, como puede ser el

Legislativo o Ejecutivo, con los Departamentos y Minicipios, que son estructuÍ as organiza'

tivas contempladas poÍ  la Constitución' pero no poderes pú blicos (en cada caso lo serán: el

Concejo y el Alcalde, de una Parte, Y el Prefecto del Departamento de la otra). Y en

segundo té rmino, porque el constituyente debí a de haber precisado con detalle a qué  pode_

res pú blicos del Estado se estaba refiriendo, pues con su indeflnición vení a a suscitar serios

problemas interpretativos.

8' Lri, Sónchez Agesta, "El sistema polí tico de la Constitución espaffola de 1978", Editora Nacional,

Madrid, l980' pág. 39l.
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La Ley del Tribunal no ha resuelto con la claridad exigible el problema, si bien, pöflÍ s
menos, ha operado con una mejor té cnica legislativa. A tenor de Su artg 71, los casos en que
se susciten conflictos de competencias y controversias entre los poderes pú blicos, la Corte
Nacional Electoral, las Administraciones dempartamentales y los Bogiemos municipales,'
respecto del conocimiento de un determinado asunto, serán resueltos por el Tribunal
Constitucional, cuando no haya sido posible por la ví a de la inhibitoria o de la declinatoria'

Cuando, segú n el artg'72, eI titular de una entidad pú blica a la que se considera competente;'
sea requerido por la persona natural o jurí dica interesada, a asumir el conocimiento del caso
que se tramita ante otra entidad que se considera incompetente y el primero admita su

competencia, dirigirá oÍ icio al segundo paÍ a que se inhiba de seguir conociendo el caso y le
remita los antecedentes del mismo. Si la autoridad requerida rechazare la inhibitoria y se
declarare competente, en resolución fundamentada, remitirá el caso y los antecedentes al
Tribunal Constitucional en el plazo de 48 horas.

La declinatoria será planteada por la persona natural o jurí dica interesada, directamente al
titular de la entidad pú blica que esté  conociendo del caso, pidié ndole que decline de com-
petencia y remita el proceso al titular de la entidad pú blica que considera competente. si la
petición de declinatoria fuere considera improcedente mediante resolución fundamentada,
los antecedentes del caso se remitirrán en revisión en el plazo de 48 horas al Tribunal
Constitucional. El Tribunal habrá de dictar sentencia dirimitoria, remitiendo el proceso el
proceso al órgano que considere competente, si bien la Ley (arp 74) contempla la posibili.
dad de que el Tribunal declare la incompetencia de los dos órganos pú blicos en conflicto,
supuesto en el que habrá de determinar cuál es el órgano pú blico competente' remitiendo el
proceso a su titular. Digamos por ú ltimo que durante la sustanciación del procedimiento el
trámite de la causa princcipal quedará en suspenso' 

:

b) Las impugnaciones del Ejecutivo a las resoluciones camarales, prefecturales y
rnunicipales

El artp l20.3a de la Constitución atribuye al Tribunal el conocimiento de las impugnaciones
del Poder Ejecutivo a las resoluciones de las Cámaras, de los Prefectos y de los Minicipios,
Mantiene en este punto la Constitución el precedente del texto originario de 1967,cuyo arp
96, en su punto noveno, facultaba al Ejecutivo para ejercer una suerte de control sobre las
resoluciones minicipales, en especial las relativas a rentas e impuestos, pudiendo denunciar
ante el Senado aqué llas que considerase contrarias a la Constitución y a las leyes, siempre..
que la Minicipalidad supuestamente transgresora no cediese a los requerimientos del Ejei',
cutivo. A nuestro juicio, sin embargo, estamos ante una atribución que nos parece más
propia de la corte suprema que del rribunal constitucional, pues ni la misma parecc-:
encajar dentro de los supuestos caracterí sticos de los conflictos competenciales, no parece

538



que estad impugnaciones pretendan, prioritaria o principalmente, la salvaguarda de las

previsiones constitucionales' De conformidad con el arts 76 LTC, el Poder Ejecutivo podrá

impugnar las resoluciones camarales y prefecturales, como tambié n las ordenanzas y reso_

luciones municipales que considere contrarias a la Constitución. Junto a esta regla general,

en el precepto anátogo del texto del Anteproyecto redactado por la Comisión se contempló,

particularizadamente, la impugnación de aquellas resoluciones prefecturales que crearen

ii.t"rnu, protectores o prohibitivos que afectaren los intereses de otras circunscripciones de

la Repú blica, o el establecimiento de aduanillas, retenes o trancas' Esta previsión fue dese-

chada por el legislador.

La demanda es planteada por el Presidente de la Repú blica contra el Presidente de la

respectiva Cámara l-egislativa, el Prefecto del Departamento o el Alcalde Municipal. Si se

advierte que el Prefecto departamental es designado por el Presidente de la Repú biica, se

acentú a la incongruencia de esta impugnación, por lo menos en el caso concreto de que se

dirija contra el Prefecto' Y no obsta los más mí nimo a 1o que acabamos de decir (más bien

cÍ eemos que todo 1o contrario) el hecho de que el Poder Ejecutivo a nivel departamental se

ejerza de acuerdo a un ré gimen de descentralización administrativa. El Tribunal Constitu'

cional dictará sentencia declarando probada o improbada la demanda. En el primer caso,

declarará nula la resolución impugnada, ya en el segundo, subsistente.

D. Control previo de constitucionalidad

Al Tribunal Constitucional se le atribuye por el art9 l20.8a de la Constitución una función

que' poÍ  un lado, presupone una suerte de control previo de constitucionalidad, mientras

que' por otro, convierte al Tribunal en un órgano consultivo en la materia que nos ocupa.

Así , el Tribunal ha de absolver las consultas que le formulen el Presidente de la Repú blica'

el det Congreso Nacional y el de la Corte Suprema de Justicia, sobre la constitucionalidad

de proyectos de distintas noÍ Í nas' o de leyes, decretos o resoluciones aplicables a un caso

concreto, en el bien entendido de que la opinión del Tribunal, lógicamente, es obligatoria

para el órgano que efectú a la consulta.

A nuestro modo de ver' nos hallamos ante una atribución muy poco afortunada. En primer

té rmino, porque, como regla general, el control preventivo de constitucionalidad enciena el

grave peligro de convertir al Tribunal en una suerte de órgano polí tico, desdibujando la que

debe ser su función sustantiva: el control represivo de la constitucionalidad' Y en segundo

lugar, porque si admitimos, pese al peligro antes expusto, la conveniencia de una suerte de

control previo, aunque el mismo se vertebre sobre la base de una consulta, no de un

recurso, tal control adquiere sentido respecto de los proyectos de leyes o de cualesquiera

otras normas, esto es, respecto de textos normativos que aú n no han entrado en vigor. Sin

empargo' el control a que se refiere el artg 120'8a se refiere no sólo a proyectos norÍ nativos,
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sino, más ampliamente, a nonnas plenamente vigentes aplicables a un caso concretöT
que, en realidad, desvirtú a el que aquí  pueda hablarse de un control previo; si acaso se
tÍ atarí a de un control previo a la aplicación de la norma a un caso concreto, pero esto no esr
en rigor, un control previo. 

.'.;

Finalmente, la ampütud de las normas sobre las que puede versar este control es a todas
luces exagerada, y al convertir al Tribunal en un órgano consultivo, aú n resulta más disftrn-
cional aquella amplitud.

. .', .1

a) Las consultas sobre la constitucionalidad de proyectos de tey, decretos .o
resolucí ones

El capí tulo undé cimo del Tí nrto IV de la Ley del Tribunal se dedica a regular el ré gimen
jurí dico a que deben ajustarse este tipo de consultas. Las consultas pueden ser formuladas
por: 1) el Presidente de la Repú blica, cuando se trate de proyectos de ley de iniciativa del
Poder Ejecutivo, decretos y resoluciones; 2)el Presidente del Congreso Nacional, tratán:]
dose de proyectos de ley, cuando la consulta fuere aprobada por resolución congresal o
camaral' y 3) por el Presidente de la Corte Suprema de Justicia, previa aprobación de Sala
Plena, en el caso de proyectos de leyes en materia judicial y reforma de los códigos.

Como es obvio, al tratarse de un control previo de constitucionalidad, la consulta debe
formularse sobre el proyecto de ley en un caso y, tratándose de proyectos de decretos y
resoluciones, en todo caso con anterioridad a su aprobación. La formulación de la consulü
suspenderá el trámite de aprobación del proyecto.

La opinión del Tribunal (al que se otorga un plazo para absolver la consulta de treinta dí as)
asumirá la forma de "declaración constitucional'', la cua] vinculará al órgano que efectuó la 

'consulta' De conformidad con el arte 107.II LTC, si el Tribunal Constitucional declarasela.,
constitucionalidad del proyecto consultado, no podrá interponerse posterior ...u.so sobre,i'
las cuestiones consultadas y absueltag por é ste. En el texto equivalente aprobado por la,.
Comisión redactora del Anteproyecto, el recurso cuya presentación se vedaba era tan sólo
el recurso abstracto de inconstitucionalidad, en coherencia con la conveniencia admitida
por aquella Cimisión de compaginar e] recurso abstracto con el recurso incidental o C.tlt, .:

creto' La Presidencia de la Repú blica mantendrí a en el texto definitivo del Anteproyecto
remitido al Congreso la opción de la Comisión, que, sin embargo, serí a modiÍ icaju á tor' 

'té rminos expuestos' y con escaso acierto a nuestro entender, por el legislador. ',rri '
.!
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b) lns consufuas sobre Ia constitucionalidad de noftnas apbcables a un caso concreu)

De conformidad con el artg l08 LTC, el Presidente de la Repú blica, el Presidente del

Congreso Nacional mediante resolución congresal o camaral y el Presidente de la Corte

Suprema de Justicia con aprobación de Sala Plena, podrán consultar ante el Tribunal

Constitucional sobre la constitucionalidad de leyes, decretos o resoluciones aplicabies a un

caso concreto. Como antes significábamos, en puridad, no estamos ante un control previo,

pues la norma que ha de ser controlada ya se halla en vigor; lo ú nico realmente previo es el

hecho de que la norma se consulta antes de ser aplicada a un caso concÍ eto, con el efecto de

que hasta tanto se absuelva la consulta, quedará en suspenso su aplicación al caso concreto'

Realmente, a nuestro modo de ver, este supuesto de consulta al Tribunal carece de todo

sentido. Si existen dudas razonables sobre la constitucionalidad de una nonna' ]a ví a más

corTecta serí a la de interponer un recurso directo de inconstitucionalidad.

La determinación de los efectos de la declaración constitucional patentiza aú n más si cabe

la disfuncionalidad de este mecanismo procesal. En efecto, a tenor del arts 111 LTC' la

declaración constitucional del Tribunal es obligatoria para el órgano que efechia la con'

sulta, así  como paÍ a la persona fí sica o jurí dica que pudiera resultaÍ  afectada con la misma

Quiere ello decir que el precepto en cuestión da la impresión con su discutibilí sima dicción

de que la declaración constifucional estada surtiendo efectos inter partes. Y sin embargo'

esta sonculta versa sobre la constitucionalidad de la norma a apücar. Es decir, no estamos, a

nuestro entender, ante una consulta con la que se pretenda que el Tribunal Constitucional

aclare si es pertinente o no lo es aplicar una determinada noÍ ma a un caso concreto; serí a

impresentable desde todo punto de üsta articular un cauce procesal constitucional para tal

fin' Nos hallamos ante una consulta que sólo debe pretender, ante las dudas surgidas al

consultante, que el Tribunal declare si la norma en cuestión es o no conforme con |a

Constitución. Conobora tal interpretación el hecho de que el art9 112 LTC prescriba que en

el caso que el Tribunal declare la constifucionalidad de la ley, decreto o resolución consul_

tada, el órgano consultante no podrá interponer posteriormente recurso de inconstituciona'

lidad contra la misma disposición. Ahora bien, i,qué  sucede si la declaración constitucional

declara la inconstitucionalidad de la norma que iba a aplicarse? Con el texto literal del arte

lll LTc en la mano, la ú nica conclusión que parece desprenderse es la de que e| órgano

consultante no podrá aplicar la norma tachada de inconstitucional, pues se halla obligado

ppr la declaración. Quedamos aquí  entraí arí a no reconocer plenos efectos er?a omnes a esa

declaración, pero tal interpretación conculcarí a inequí vocamente, a nuestro juicio, la previ_

sión del artg 12l.II de la Constitución, que, recordé moslo, dispone que: ''La sentencia que

declara la inconstifucionalidad (...) hace inaplicable la norma impugnada y suÍ te plenos

efectos respecto a todos''. Y no creemos que nuestra interpretación pueda ser objetada por

el simple e hiperformalista argumento de que la constitución se refiere tan sólo a las sen-

tencias y no incluye a las declaraciones, pues, con esa referencia, el cOnstituyente ha que-
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rido aludir ampliamente a los fallos del Tribunal' con independencia de la forma proiöSff
de que los mismos se revistan.

En fin, de cuanto se ha expuesto se desprende una conclusión patente: la disfuncionalidad
de este mecanismo procesal de control de la constitucionalidad, que, en su momenlo,.
debiera ser, lisa y llanamente, suprimido, pues, como antes dijimos, el recurso directo {e,
inconstitucionalidad debiera ser la ú nica ví a procesal a utilizar en casos como el 

"*puesto.' 
,l,

E. El recurso directo de nulidad

Ya nos referimos con anterioridad al ré gimen jurí dico de este recurso con anterioridad a]la
reforma constitucional de 1994. Tras la misma, el arte 120.6a atribuye al Tribunal Constitu,
cional el nonocimiento de los recursos directos de nulidad interpuestos en resguardo del
arts 31 de la propia Constitución, a cuyo tenor: ''Son nulos los actos de los que usurpen
funciones que no les competen, así  como los actos de los que ejerzan jurisdicción o potes-
tad que no emane de la ley".

Estamos ante un mecanismo procesal con pocos precedentes en el Derecho comparado
latinoamerican o. Morales Guillé n"n llega a hablar de que este recurso representa un prece-
dente domé stico' pero ümitado, del amparo constitucional, circunscrito a enervar' como
medio de impugnaciÓn, los actos ilgales u omisiones indebidas de funcionarios o autorida-
des no judiciales, en la arrogación de jurisdicción o compotencia, atentatoria de Ia garanlí a
constitucional que prescribe que nadie debe ser juzgado sino por los jueces designados por
la ley con anterioridad a la causa, para cuya cumplida observancia, fundamentalmente, se,
declaran nulos los actos de los que usurpen funciones o ejerzan jurisdicción que no emane.
de la ley.

Basta con atender a las reflexiones que preceden para constatar que el recuÍ so directo 'de
nuiidad apunta hacia un control de legalidad, que no de constitucionalidad. En perfecta
sintoní a con ello, el al.tp l22.2a del texto originario de la Constitución de 1961 otoryaba.a
la jurisdicción ordinaria la resolución de los recursos directos de nulidad que se dedujeran
en resguardo del ya referido artg 31 de la misma norma constitucional, contra todo acto o
resolución de autoridad pú blica que no fuese judicial. En sintoní a con todo lo expuesto,
parece claro lo inacertado de otorgar ahora al Tribunal Constitucional la resolución de este
tipo de recursos.

R4-' Carlos Morales Guilté n, ''Código de Procedimiento Civil concordado y anotado',, Editorial Gis'
bert, Libreros Editores, la Paz, 198l, pág. 1262.
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El artc ?9 LTC reitera las determinaciones constitucionales a la hora de establecer la proce-

dencia del recurso, afiadiendo que tambié n procede contra las resoluciones dictadas o actos

realizados por autoridad judicial que esté  suspendida de sus funciones o hubiere cesado. La

persona agraviada ha de presentar directamente el recurso ante el Tribunal Constitucional,

acreditando su ''personerí a" y acompaflando copias, fotocopias legalizadas o testimonio de

la resolución que le cause agravio y otros antecedentes que estime pertinentes. El plazo

para la interposición es el de treinta dí as, computables a partir de la ejecución del acto o de

la notificación 'LaLey acentú a (artg 82 LTC) el trámite de admisión, habilitando a la Comi-

sión de Admisión para que rechace el recurso mediante auto motivado, cuando caÍ ezca

manifiestamente de fundamento jurí dico sobre la resolución o acto recurrido que dé  mé rito

a una resolución sobre el fondo.

Es importante destacar la suspensión de competencia de la autoridad recurrida en relación

al caso concreto' que se produce desde el momento de la citación de la misma por el Tribu_

nal Constitucional, siendo nula de pleno derecho toda resolucií n que dictare con posteriori_

dad.

En su sentencia, el Tribunal podrá declarar infundado el recurso, cuando considere que la

autoridad recurrida obró con jurisdicción y competencia, imponiendo en tal caso las costas

y una multa al recurrente. Podrá, de otro lado, declarar la nulidad de la resolución o acto

recurridos, cuando encuentre el Tribunal que la autoridad obró tras gesar en el ejercicio de

sus funciones o estando suspendida en ellas. En estos casos, dispondrá, de oficio, la remi_

sión de antecedentes al Ministerio Pú blico para el procesamiento penal correspondiente. El
propio contenido de la sentencia que en estos procedimientos puede dictar el Tribunal es un

Í !Í gumento más en favor de que, en el futuro, pueda detraerse del conocimiento del Tribunal

Constitucional el conocimiento de este tipo de recursos, devolvié ndoselo a la jurisdicción

ordinaria, de la que nunca debió salir.
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South African government to combat Aids (acquired immune deficiency syndrome). The 
epidemic has become a serious threat to Southern Africa, endangering the social and 
economical basis of many developing societies. Most patients cannot afford the expensive 
drug-cocktails necessary to prolong their lives, and though experts estimate that 71 per cent 
of all persons infected worldwide live south of the Sahara, pharmaceutical companies sell 
less than 1 per cent of their Aids-related medicines on these markets. In essence, the Act 
tries to address this situation by allowing compulsory licensing and parallel importation of 
on-patent drugs. It also aims at a reduction of treatment costs by encouraging the 
substitution of branded medicines by generic products and the introduction of a pricing 
system as well as prescribed dispensing fees. This article seeks to shed some light on the 
ensuing conflict between the holders of patent rights and the interest of societies in private 
research and development funded by sales profits on the one hand and the duty of states to 
protect the life, physical well-being and human dignity of their citizens on the other.  
This is done by outlining the legal interests involved in the conflict (II.), depicting the 
history of Case No. 4183/98 – High Court of South Africa, Transvaal Provincial Division – 
(III.), analyzing the constitutionality of the Amendment Act (IV.) and comparing its provi-
sions with the relevant principles established by the Agreement on Trade-Related Aspects 
of Intellectual Property Rights – TRIPS – (V.). The author concludes that the Amendment 
Act is basically constitutional and stresses the need to address the different technical, 
economical and social preconditions of countries member to the World Trade Organization 
(WTO) when developing new legal instruments of global application. 
 
 
 
 
The Formation of a Constitutional Court in Bolivia: Law No. 1836 of April 1998 (II.) 
 
By Francisco Fernández Segado, Madrid  
 
Bolivia is one of the States in Latin America which decided to divert from the US-Ameri-
can system of constitutional review to the European tradition of separate constitutional 
courts. 
The 1967 Bolivian Constitution states in its articles 228 and 229 that constitutional control 
lies in the hands of the ordinary Courts, judges and the administrative organs. This system 
proved to be ineffective because of the lack of personnel that is specialized in constitutional 
matters. In order to overcome this unsatisfactory situation, the Bolivian Parliament decided, 
in 1994, to change the Constitution. By Law No. 1836 of 1998 the formation of a Constitu-
tional Court was implemented. 
Law No. 1836 is subdivided into four parts and contains 119 articles. It covers mainly the 
composition of the Court and the different types of procedures. The new “Tribunal 
Constitucional” consists of five judges who are elected by a 2/3 majority of the National 
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Congress. The main competences of the Court include decisions on disputes between State 
Organs and on complaints of unconstitutionality. 
The article completes the first part which has been published in the previous issue of this 
Journal. 


